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Proceso Verbal – Responsabilidad Civil 

contractual 

Demandante Javier Gallego Cardona 

demandada Eliana María Céspedes Pineda 

Radicado  05266 31 03 002 2020 00143 01 
Procedencia Juzgado Tercero Civil del Circuito de 

Oralidad de Envigado 

Instancia  Segunda 

Ponente Juan Carlos Sosa Londoño 

Asunto  Sentencia Nro. 024 

Decisión  Confirma 

Tema Contrato de mandato. 

Subtema Carga de la prueba. Por esa razón el 
artículo 1757 del Código Civil prevé de 
manera especial que “incumbe probar las 
obligaciones o su extinción al que alega 
aquéllas o ésta”, precepto que se 
complementa por el artículo 177 del C. de 
P. C.  – 167 del C. General del Proceso - 
cuando establece en forma perentoria 
que “incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que 
consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen”. Esta, desde luego, no 
representa una obligación de la parte, ni 
un mero derecho, sino una verdadera 
carga procesal, o sea, “el requerimiento 
de una conducta de realización 
facultativa, normalmente establecida en 
interés del propio sujeto, y cuya omisión 
trae aparejada una consecuencia gravosa 
para él… la carga es una conminación o 
compulsión para ejercer el derecho. 
Desde este punto de vista, la carga 
funciona, diríamos, ὰ double face; por un 
lado el litigante tiene la facultad de 
contestar, de probar, de alegar; en ese 
sentido es una conducta de realización 
facultativa; pero tiene al mismo tiempo 
algo así como el riesgo de no contestar, 
de no probar, de no alegar. El riesgo 
consiste en que, si no lo hace 
oportunamente, se falla en el juicio sin 
escuchar sus defensas, sin recibir sus 
pruebas o sin saber sus conclusiones. 
Así configurada, la carga es un 
imperativo del propio interés…” (Couture, 
Eduardo J., Fundamentos del Derecho 
Procesal Civil, 3ª edición, Roque 
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Depalma Editor, Buenos Aires, 1958, 
págs. 211 a 213) 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 

2021- 081 
SALA CUARTA CIVIL DE DECISION 

 
 

Medellín, veintinueve (29) de julio de dos mil veintidós (2022) 
 

 

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación 

que interpusiera Javier Gallego Cardona frente a la sentencia del 

22 de septiembre del año 2021 proferida por el Juzgado Segundo 

Civil del Circuito de Oralidad de Envigado (Antioquia), dentro del 

proceso verbal (responsabilidad civil contractual) que promovió 

contra Eliana María Céspedes Pineda. 

  

I. ANTECEDENTES  

 

1. En la demanda que obra a folios 1 a 5 (Archivo #2), solicitó la 

parte demandante declarar que entre él y la accionada se celebró 

un contrato de mandato civil, siendo el primero mandante y la 

segunda mandataria, para que ésta ejecutara un negocio jurídico 

de compraventa de inmuebles, a saber, los identif icados con las 

matrículas inmobiliarias 001-570310 y 001-570418 de la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín. Que la 

mandataria tiene la obligación de restituir en favor del mandante 

los inmuebles, y así mismo la obligación de transferirle el dominio, 

fijando fecha y hora para que se comparezca a una Notaría del 

Círculo de Envigado a suscribir la respectiva escritura pública, de 

modo que se imponga una obligación de suscribir documentos 

que sea clara y expresa.  Finalmente, que se ordenara a la 

demandada a rendir cuentas del estado de la obligación por 
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impuesto predial, cuotas de administración ordinarias y 

extraordinarias, y demás obligaciones que pesen sobre los 

inmuebles.  

 

2. Como sustrato de sus pedimentos, adujeron los hechos que se 

compendian así: 

 

a) Javier Gallego Pineda, en calidad de mandante, celebró con la 

Eliana María Céspedes Pineda en calidad de mandataria, un 

contrato de mandato civil, por medio del cual la segunda debía 

celebrar un negocio jurídico de compraventa de bienes inmuebles, 

en calidad de compradora, para después transferirlos al primero. 

 

b) El mandato de estructuró en el mes de octubre del año 2018, 

en forma verbal; se refería al acto de compraventa donde Cristina 

de Jesús Jiménez Restrepo y José Nicolás Quintero Escobar 

obraban como vendedores. El 8 de octubre de 2018, el actor y los 

antedichos vendedores, celebraron promesa de compraventa de 

los bienes inmuebles, mediante documento privado autenticado. 

El promitente comprador pagó la totalidad del precio del inmueble.  

 

c) El 19 de octubre de 2018 ante la Notaría Única de Sabaneta se  

suscribió la escritura pública, apareciendo la mandataria como 

compradora, siendo los inmuebles objeto del negocio jurídico de 

mandato, así como objeto de la citada escritura pública, los 

siguientes: (i) Casa 49C de la Calle 79 A Sur #46B-23-04 del 

Municipio de Sabaneta, Antioquia, Urbanización Arco Iris Etapa II 

P.H., con matrícula inmobiliaria número 001-570310 de la Oficina 

de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín. 

Especificaciones y linderos en la escritura 1865 de 19/10/2018 de 
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la Notaría Única de Sabaneta. (ii) Parqueadero #65 de la Calle 79 

A Sur #46B-23-04 del Municipio de Sabaneta, Antioquia, 

Urbanización Arco Iris Etapa II P.H., con matrícula inmobiliaria 

número 001- 570418 de la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos de Medellín. Especificaciones y linderos en la escritura 

1865 de 19/10/2018 de la Notaría Única de Sabaneta.  

 

e) La mandataria se encuentra en posesión de los bienes, y ha 

sido requerida en múltiples ocasiones para efectuar la restitución 

de éstos y su transferencia jurídica, sin que haya sido posible que 

la realice hasta esta fecha, ni ha informado el estado del pago del 

impuesto predial, administración de la copropiedad, ni en general 

de la situación de los inmuebles. 

 

3. Oportunamente la convocada, a través de apoderado judicial, 

dio respuesta indicando que jamás había celebrado tal contrato de 

mandato, tan es así, que el contrato de promesa de compraventa 

fue celebrado por Javier, tal como obra en el proceso, por lo que 

carece de fundamente, la afirmación de la existencia de un 

mandato. Que si tuvieron una relación fue de una relación 

sentimental de más de 8 años. Frente al contrato de venta, dijo 

que en realidad ella recibió de su compañero sentimental, la 

propiedad de los inmuebles a título de donación.  

 

Se opuso a las pretensiones de la demanda indicando que como 

jamás ha existido el contrato de mandato y siendo la propiedad 

exclusivamente suya, no tiene obligación alguna de rendir cuentas 

a terceros.  
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II. SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Envigado (Antioquia) 

mediante sentencia escrita emitida el 22 de septiembre de la 

pasada anualidad, dispuso:  

 
1º. Se absuelve de todas las pretensiones formuladas en la 
demanda declaratoria de incumplimiento de contrato de mandato 
instaurada por JAVIER GALLEGO PINEDA, en contra de ELIANA 
MARÍA CÉSPEDES PINEDA. 
 
 2 º. Se condena en costas a la parte demandante. Liquídense en 
su debida oportunidad por la Secretaría del Despacho de 
conformidad con el artículo 393 Ib. Como agencias en derecho, se 
fija la suma de $4.000.000.  
 
3º. Se ordena levantar las medidas cautelares decretadas”. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el Juzgador comenzó con 

un recuento de todo lo transcurrido en el proceso y luego encontró 

satisfechos los presupuestos procesales para proferir sentencia 

de mérito, señalando a continuación las nociones generales del 

contrato de mandato y de la responsabilidad contractual, 

indicando que se había afirmado la existencia del contrato verbal 

de mandato entre las partes; que escuchados los interrogatorios, 

los testimonios y  examinada la prueba documental, se 

preguntaba si se estuvo en presencia de aquella relación 

contractual o de una donación que, en razón de los lazos 

afectivos, hizo Javier Gallego Cardona a Eliana María Céspedes 

Pineda. 

 

Retomó la institución de la carga de la prueba, afirmando que 

correspondía al actor demostrar los fundamentos fácticos de la 
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demandada, pero que de los interrogatorios resultaba claro que 

las condiciones del negocio, la búsqueda del vendedor, el 

conocimiento de los inmuebles, el acuerdo sobre el monto de la 

transacción, cuándo y cuáles eran los términos de la escritura 

púbica de compraventa, la forma de pago, fueron actos propios 

del demandante, sin encomendar algo a la accionada. Todos esos 

actos fueron realizados directamente por él como promitente 

comprador, dijo, refiriendo que Eliana María (y dice el juzgador 

que se le preguntó en dos oportunidades) resultó suscribiendo la 

escritura sin que él la hubiera autorizado, y porque el hijo conoció 

de la existencia de la minuta y ella acudió a suscribirla, pero sin 

que le hubiere encargado alguna actuación relativa a la 

celebración del contrato de venta. Sobre el último acto, la 

suscripción de la escritura el demandante dice “que no le dio 

ninguna autorización, no le encomendó ninguna tarea”; confesó 

que no existió ni verbal, expresa o tácita. 

 

Expresó el fallador que Eliana María Céspedes Pineda absuelve 

interrogatorio y manifiesta que no existió el mandato; no recibió 

encomienda o misión, no se le delegó nada sobre la negociación 

de los inmueble. “le dijeron vaya y fue; que ese inmueble lo 

compré para usted”. 

 

Cristina de Jesús Jiménez Restrepo, vendedora, dijo que su 

esposo José Nicolás Quintero vendió el inmueble. No conoció a 

Eliana, no la identifica por el nombre; nunca tuvo negociaciones 

con ella, se sorprende que la escritura este a su nombre. Para 

ellos, dijo el a quo, tampoco existió tal mandato; negociaron 

directamente con el actor. Testimonio que descarta, el contrato de 

mandato; incluso tácitamente. “No existe la más mínima prueba” 
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Sobre la nulidad absoluta en relación con ese contrato de 

donación que involucra la compraventa, era necesaria la 

presencia de los vendedores en el juicio en los términos de la Ley 

50 de 1936; y la sentencia sería, además, incongruente. 

 

III. LA APELACIÓN  

 

Inconforme con la decisión esta fue recurrida por el apoderado 

judicial de la parte demandante, exponiendo sus reproches en 

escrito que presen te igualmente en esta instancia para dar 

cumplimiento a lo previsto en el artículo 14 del Decreto 806 de 

2020, en lo relevante los siguientes apartes:   

 

(i) RELATIVOS AL CONTRATO DE MANDATO  

1.EL JUEZ DESCONOCIÓ QUE EL MANDATO SÍ EXISTIÓ Y QUE, SI 

EXISTIÓ DESACUERDO EN SUS TÉRMINOS, FUE RATIFICADO 

POR EL MANDANTE 

 

Se malinterpretó la expresión del demandante dentro del interrogatorio 

donde manifestó que “no la había autorizado a firmar”; ello se refiere, 

como no podría ser de otra forma, a un asunto de detalles entre las 

partes, del momento en que debía ir a firmar a la Notaría o de las 

condiciones que entre mandante y mandatario se habían pactado, pero 

nunca se ha negado que la hoy tenedora del bien iba a ser parte del 

negocio jurídico; una cosa es que el demandante estuviera pensando 

en constituir un usufructo o lo que él en su desconocimiento jurídico 

llama “una medida cautelar” -para protegerse- y otra es que hubiera 

manifestado una voluntad contraria a que la hoy tenedora figurara en el 

título de dominio.  

 

El mero hecho de indicarle a un tercero que comparezca a Notaría a 

suscribir una escritura, ya es un contrato de mandato, y a él se 

aplicarán entonces las reglas de los artículos 2341 y ss. del Código 

Civil 

 

son verificables los elementos del tipo contractual alegado, así:  
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 -El demandante confió a la demandada la gestión de uno o más 

negocios: Adquirir la propiedad de un inmueble y ejercer la tenencia 

 -La demandada obró por cuenta y riesgo del demandante: Es evidente 

que fue por cuenta del señor Javier Gallego Pineda, quien pagó el 

precio y asumió toda la relación con los promitentes vendedores. 

 -La demandada fue remunerada por ejercer el mandato: La 

demandante ha vivido  en la propiedad sin tener que pagar 

contraprestación alguna (v.g. canon o renta) 

 

El contrato se celebró de forma consensual (verbal y aún por 

aquiescencia tácita) . En este punto, en lo que respecta a la mandataria 

tiene aplicación lo contenido en el artículo 2150 del C. Civil, que 

consagra la figura de la aceptación tácita 

… 

  

La demanda se centró en la realidad de la operación, no en suponer lo 

que no fue, porque el señor GALLEGO ni prestó el dinero ni tuvo la 

intención de donarlo a la señora CÉSPEDES. Bien que (i) tiene un 

compromiso con quien financió la operación -en este caso traditar el 

bien ante requerimiento del encargante -, (ii) bien que celebró un 

contrato de mutuo con quien facilitó los fondos para el pago o (iii) bien 

que le regalaron el dinero para adquirir.  

 

2.EL JUEZ NO ANALIZÓ Y VALORÓ LA PRUEBA TENIENDO EN 

CUENTA LA CONFIDENCIALIDAD DEL NEGOCIO JURÍDICO 

 

Cuando dos partes, en privado, celebran un negocio del que no dan 

cuenta a terceros, del que únicamente ellos saben las condiciones, la 

evaluación de los elementos probatorios no puede ser la misma que el 

caso de actos abiertos o publicitados.  

 

3. EL JUEZ APLICÓ UNA PRESUNCIÓN DE DONACIÓN, 

CONTRAVINIENDO EL ARTÍCULO 1450 DEL CÓDIGO CIVIL 

 

Si se hubiera respetado la prohibición de presumir la donación, el 

análisis de la sentencia hubiere sido muy distinto, porque la situación 

de hecho debe tener una explicación y solo hay dos opciones para 

entenderla. La norma es correspondiente con el caso concreto porque 

nadie regala $248.000.000 a personas allegadas, así porque sí. Se 

desconoció el ánimo de negocios que el demandante tenía para sacar 

provecho posterior en una venta de mayor valor, y además se dejó de 

valorar el antecedente de que ya habían tenido otra propiedad en 

compañía, la cual había sido entregada al señor GALLEGO ante su 

requerimiento.  
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4. EL JUEZ NO FUE IMPARCIAL : EL “ENFOQUE DE GÉNERO” 

PESÓ EN SU DECISIÓN A PESAR DE QUE MANIFESTÓ QUE NO 

ERA NECESARIO RECURRIR A ÉL 

 

(ii) SUSTENTACIÓN SUBSIDIARIA : PARA EL CASO DE TENERSE 

POR PROBADA LA DONACIÓN  

 

1.LA DONACIÓN QUE SE ALEGÓ NO FUE LA DEL BIEN INMUEBLE, 

SINO LA DEL DINERO PARA ADQUIRIR DICHO BIEN 

 

2.LA DONACIÓN DE BIENES MUEBLES TAMBIÉN REQUIERE 

INSINUACIÓN Y EL REQUISITO NO FUE CUMPLIDO EN EL CASO 

CONCRETO 

 

3.LA FALTA DE INSINUACIÓN QUEDÓ DE MANIFIESTO Y POR 

ENDE EL JUEZ TENÍA QUE PRONUNCIARSE SOBRE LA NULIDAD 

ABSOLUTA DEL CONTRATO DE DONACIÓN. 

 

La parte actora descorrió el traslado indicando, en lo relevante 

que resultaba claro de   

 

“…la declaración rendida por la testigo de la parte demandante y en el 

interrogatorio absuelto, que TODO, el negocio jurídico de la 

COMPRAVENTA, fue realizado UNICO Y EXCLUSIVAMENTE entre 

los vendedores y el señor JAVIER GALLEGO, quien finalmente realizó 

la compraventa y en una estipulación en favor de otro, colocó la casa a 

nombre de la que era su compañera sentimental, hecho que fue 

corroborado en la práctica de las pruebas.  

 

Así mismo se acreditó que quien ha realizado los pagos de impuestos, 

mantenimiento de la propiedad etc. ha sido la señora ELIANA MARIA 

CESPEDES, en calidad de propietaria del inmueble y no el señor 

JAVIER, quien en un caso de mandato sería el llamado a asumir por su 
cuenta y riesgo todo lo derivado del presunto negocio jurídico que 

demandaron.  

 

“Frente a lo manifestado de la presunta CONFIDENCIALIDAD, no 

existe prueba ni meramente sumaria dentro del proceso que de cuenta 

de la existencia de un contrato de mandato confidencial celebrado 

entre las partes, además quedo plenamente probada la relación 

sentimental existente entre el señor GALLEGO y la señora 

CESPEDES, que dan cuenta del motivo real de que la señora ELIANA, 

se hoy la titular del derecho real de dominio de la propiedad, la cual a 

ejercido como señora y dueña, ha realizado el mantenimiento de la 

propiedad y ha realizado el pago de impuestos y administración. Es 

falso afirmar que el juez presumió una donación, pues JAMAS, estuvo 
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en discusión si existió o no donación, y es que es claro que no podía 

existir dicho ANALISIS, porque jamás fue objeto de la demanda, 

máxime cuando las pretensiones de la parte demandante iban 

encaminadas a la restitución del inmueble para dar cumplimiento a un 

presunto contrato de mandato, que al final nunca se entendió o se 

acredito cual era el objeto del mismo, ni la existencia de este, más aun 

no se acreditaron los requisitos de existencia y de valides del mismo 

como lo es por ejemplo la CONSENSUALIDAD, LA BUENA FE, LA 

ONEROSIDAD, Y LA BILATERALIDAD y que para la parte demandada 

obedeció a una estipulación en favor de terceros, descrita en el art 
1506 del CC.  

 

“Respecto a la solicitud subsidiaria, reitero que ni siquiera hay lugar a 

la misma, por cuanto no fue objeto de demanda ni de las pretensiones 

presentadas por la parte demandante, por lo que no habría lugar a 

concederse la misma, teniendo en cuenta que debía ser objeto de 

contradicción y esa jamás se efectuó, por lo que no será objeto de 

evaluación por parte del juez ni de primera ni de segunda instancia, 

pues los jueces solo se pronunciaran respecto de las pretensiones de 

la demanda”.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en 

ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Signif ica lo 

anterior que, en presencia de algún defecto de tales 

presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, 

la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 

legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 

anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 
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meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso. 

 

2.  Había enseñado la Sala de Casación Civil que1:  
 

“Son deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en 

orden a la adecuada realización del proceso y que miran, unas veces al Juez 
(Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su 
incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea la persona 

llamada a su observancia y la clase de deber omitido (arts. 39, 72 y 73 
ibídem y Decreto 250 de 1970 y 196 de 1971). Se caracterizan porque 

emanan, precisamente, de las normas procesales, que son de derecho 
público, y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento en términos del artículo 6° 
del Código. 

 
Las obligaciones procesales son, en cambio, aquellas prestaciones de 

contenido patrimonial impuestas a las partes con ocasión del proceso, como 
las surgidas de la condena en costas que, según lo explica Couture, 
obedecen al concepto de responsabilidad procesal derivada del abuso del 

derecho de acción o del derecho de defensa. “El daño que se cause con ese 
abuso, dice, genera una obligación de reparación, que se hace efectiva 

mediante la condenación en costas”. (“Fundamentos del Derecho Procesal 
Civil”, número 130). 

 

Finalmente, las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por la 
ley que comportan o demandan una conducta de realización facultativa, 
normalmente establecida en interés del propio sujeto y cuya omisión trae 

aparejadas para él consecuencias desfavorables, como la preclusión de una 
oportunidad o un derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho 

sustancial debatido en el proceso. 
 

Como se ve, las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien 

se las impone la ley conserva la facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o 
persona alguna pueda compelerlo coercitivamente a ello, todo lo contrario de 

lo que sucede con las obligaciones; de no, tal omisión le puede acarrear 
consecuencias desfavorables. Así, por ejemplo, probar los supuestos de 
hecho para no recibir una sentencia adversa”.  
 

 

3. Por manera que, en la demanda se afirmó la existencia de un 

contrato bilateral,  el contrato de mandato celebrado en el mes de 

octubre de 2018, de forma verbal, entre  Javier Gallego Pineda, 

en calidad de mandante con Eliana María Céspedes Pineda en 

 
1 Sala de Casación Civil, M.P. Dr. Horacio Montoya Gil, auto del 17 de septiembre 
de 1985, que resolvió una reposición, Gaceta Judicial TOMO CLXXX – No. 2419, 
Bogotá, Colombia, Año de 1985, pág. 427. 
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calidad de mandataria, por medio del cual la segunda debía 

celebrar un negocio jurídico de compraventa de bienes inmuebles, 

en calidad de compradora, para después transferirlos al primero,  

y sabido es que al demandante le corresponde probar los 

supuestos de sus pretensiones y al demandado los de sus 

excepciones.  

 

“1. En las controversias judiciales, por regla general, cada una de las 

partes acude al juez con su propia versión de los hechos, esto es, que 

presenta enunciados descriptivos o proposiciones fácticas a partir de 

las cuales pretende generar un grado de convencimiento tal, que sea 

suficiente para que se emita un pronunciamiento favorable al ruego que 

se eleva ante la jurisdicción. Dicho de otro modo, en el punto de partida 

de toda controversia procesal, cada uno de los extremos del litigio 

intenta convencer al juez de que las descripciones que presenta 

coinciden con la realidad y, a partir de aquéllas, justamente, propicia el 

litigio. 

 
“De esa manera, cuando hay una genuina contención, el sistema exige 

que cada uno de los contendientes correlativamente contribuya a que 

el juez supere el estado de ignorancia en el que se halla respecto de 

los hechos debatidos, tarea que por lo general concierne al 

demandante respecto de sus pretensiones, y al demandado respecto 

de las excepciones. 

 

“Desde luego, al juez no le basta la mera enunciación de las partes 

para sentenciar la controversia, porque ello sería tanto como permitirles 

sacar beneficio del discurso persuasivo que presentan; por ende, la ley 

impone a cada extremo del litigio la tarea de traer al juicio de manera 

oportuna y conforme a las ritualidades del caso, los elementos 

probatorios destinados a verificar que los hechos alegados 

efectivamente sucedieron, o que son del modo como se presentaron, 

todo con miras a que se surta la consecuencia jurídica de las normas 
sustanciales que se invocan…”  

 

“Por esa razón el artículo 1757 del Código Civil prevé de manera 

especial que “incumbe probar las obligaciones o su extinción al que 

alega aquéllas o ésta”, precepto que se complementa por el artículo 

177 del C. de P. C.  – 167 del C. General del Proceso - cuando 

establece en forma perentoria que “incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen”. Esta, desde luego, no representa una obligación de la 

parte, ni un mero derecho, sino una verdadera carga procesal, o sea, 

“el requerimiento de una conducta de realización facultativa, 

normalmente establecida en interés del propio sujeto, y cuya omisión 
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trae aparejada una consecuencia gravosa para él… la carga es una 

conminación o compulsión para ejercer el derecho. Desde este punto 

de vista, la carga funciona, diríamos, ὰ double face; por un lado el 

litigante tiene la facultad de contestar, de probar, de alegar; en ese 

sentido es una conducta de realización facultativa; pero tiene al mismo 

tiempo algo así como el riesgo de no contestar, de no probar, de no 

alegar. El riesgo consiste en que, si no lo hace oportunamente, se falla 

en el juicio sin escuchar sus defensas, sin recibir sus pruebas o sin 

saber sus conclusiones. Así configurada, la carga es un imperativo del 

propio interés…” (Couture, Eduardo J., Fundamentos del Derecho 
Procesal Civil, 3ª edición, Roque Depalma Editor, Buenos Aires, 1958, 

págs. 211 a 213)2. 

 

4.  De conformidad con el prolegómeno jurisprudencial anterior, 

no se trata simplemente de la ausencia de instrucción a la 

demandada para la suscripción de la escritura (“yo no la mandé”, 

dijo el demandante); ni que su participación en el contrato 

preparatorio fuese nula; o que el demandante hubiese tenido la 

intención que Eliana María viviera o disfrutara de la propiedad 

(“gozara de usufructo”), como ocurrió en otra oportunidad. 

Tampoco de la incidencia, para las resultas del proceso, de las 

relaciones afectivas al parecer deterioradas, o de la perspectiva 

de género como lo insinuó el recurrente, sino de la prueba 

necesaria del contrato de mandato afirmado en el libelo genitor.  

 

5. Las circunstancias relatadas por Javier Gallego Pineda al 

comienzo de su interrogatorio son claramente demostrativas de 

que, tal y como lo concluyó el a quo, aquel negocio jurídico fue 

inexistente. 

 

He aquí la narración del accionante: 

 

 
2 Sentencia CSJ, mayo 25 de 2010, exp. 23001-31-10-002-1998-00467-01 M.P. Edgardo 
Villamil Portilla. 
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“…Tenía varios negocios con ella y no había habido problemas 

con el traspaso o los títulos de los bienes adquiridos, compré una 

casa en Sabaneta teniendo en cuenta que ella podía vivir por un 

largo tiempo y tener otros negocios más. Es verdad que fui con un 

hijo de ella a la Notaría, pero no porque lo hubiera llevado a 

propósito sino por accidente. Estando en la Notaría, pues, le 

comenté que iba a poner esa casa a nombre de la mamá porque 

iba a ver que usufructo le ponía porque había cosas delicadas y la 

casa era de mayor cuantía y había que tener presente muchas 

cosas. El documento inicialmente lo hice con Cristina y Nicolás, la 

pagué en 2 cuotas, la entregaron cuando acabé de pagar, y 

después como al otro día se la mostré a ella, y me dijo que quería 

vivir allá, se pasó para allá. 

 

En ningún momento yo la llamé a ella y le dije que le había 

comprado una casa, eso es totalmente falso. Cuando yo les 

cancelé totalmente la propiedad dejé las escrituras abiertas, con el 

compromiso que si yo decidía cambiar el nuevo titular a la casa 

volvían y me la firmaban, en esas me fui pa’ Pereira estuve por allá 

20 días, a los 20 días regresé; hablé con Eliana, que no había 

hablado con Eliana esos días y le pregunté, ah me dijo:  ¿Usted ya 

sabe que fui a la Notaría; no, ¿a qué Notaría? A la Notaría de 

Sabaneta, yo ya firmé la escritura. ¿Cómo así? Yo a usted no le he 

dicho de escritura, ni le dije de escrituras ni protocolistas. O sea 

que lo tengo claro que fue el hijo que le dijo cuál era la 

protocolista y en qué parte estaban las escrituras porque uno 

llegar a una Notaría a preguntar: ¿Es que allí hay una escritura 

para yo firmar?, eso no es fácil; tiene usted que llegar con los 

datos precisos porque los protocolistas son varios. En vista de 

eso yo me acerqué a la Notaría y le pregunté a la muchacha y me 

dijo: sí ella vino, inclusive casi que no ajusta con que pagar las 

escrituras; y como estaba a nombre de ella y como usted me dijo 

que no era problema se iban a hacer a nombre de ella, se autorizó, 
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si pero recuerde yo le dije que iba a ser un usufructo por muchas 

razones. Ahí quedó el tema de la casa…” 

 

6. Al rompe se advierte que estuvo acertado el a quo cuando 

concluyó que nunca existió acuerdo de voluntades entre Javier 

Gallego Pineda y Eliana María Céspedes Pineda en el sentido de 

encomendarle la gestión de actuar como compradora de los 

inmuebles identificados con los folios reales 001-570310 y 001- 

570418 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 

Medellín, suscribiendo los respectivos actos escriturarios.  Es 

más, no sobra recordar que el mismo demandante dijo que la 

aparición en el escenario negocial de la accionada fue 

cuestionada por los vendedores, pero dio como explicación que 

se trataba de una sobrina suya, lo que fundó en que compartían el 

apellido Pineda, y que por ello no había problema alguno.  

 

 

7. En punto a la llamada “SUSTENTACIÓN SUBSIDIARIA : PARA 

EL CASO DE TENERSE POR PROBADA LA DONACIÓN”, se 

recuerda que el principio de congruencia es un límite al poder del 

juzgador que le impone total correspondencia entre lo resuelto y lo 

que oportunamente han planteado los litigantes como materia del 

a controversia, sin perjuicios de aquellas facultades oficiosas 

atribuidas por la ley. El artículo 281 del C. General del Proceso 

indica que la sentencia deberá estar en consonancia con los 

hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las 

demás oportunidades que este código contempla, y con las 

excepciones que aparezcan probadas y hubieran sido alegadas si 

así lo exige la ley; tampoco puede condenarse al demandando por 

objeto distinto del pretendido en la demanda ni por causa 

diferente a la invocada en esta.  
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“..Cumple recordar que la congruencia de la sentencia es principio 

cardinal del conjunto de garantías del debido proceso, que evita el 

exceso o el defecto de esa decisión respecto del marco jurídico de lo 

que compete resolver, previsto en el artículo 305 del citado estatuto,  - 

281 del C. General del Proceso-   bajo cuyo tenor el juez debe sujetar 

la solución del conflicto a los hechos y las pretensiones de la demanda 

o demás oportunidades autorizadas, así como las defensas frente a 

esta última, sin desmedro de lo que ha de resolverse de oficio. De 

acuerdo con la jurisprudencia consolidada de esta corporación, acatar 

la congruencia implica que debe haber armonía entre lo pedido y lo 

resistido” (SC22036 de 29 dic. 2017, Exp. 2009-00114-01). 

 

Lo anterior para significar que en ningún aparte de la demanda 

existe fundamento fáctico o pretensión, siquiera implícita, y 

necesariamente subsidiaria, que hubiese formulado Javier 

Gallego Cardona, exteriorizando que de no prosperar las relativas 

al contrato de mandato, se declarara que se estuvo en presencia 

de una donación de dinero, que es a su vez nula por falta de 

insinuación.  

 

Lo de la donación de los inmuebles, que no del dinero, fue lo 

expresado por la accionada al dar respuesta al hecho sexto de la 

demanda y oponerse a la pretensión segunda (archivo 26 pdf),  

pero también olvida el recurrente que el estudio de las 

excepciones propuestas en el escrito de contestación, y aquellas 

manifestaciones efectivamente lo fueron,  solo procede por haber 

prosperado las pretensiones de la demanda, lo que no ha 

ocurrido.  

 

8. En conclusión, como al demandante le incumbía probar los 

hechos en que fundó su acción, su demanda, sus pretensiones 

(Onus probando incumbit actori), la demandada debe ser absuelta 

(Actore non probante reus absolvitur), como apropiadamente 
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sentenció el a quo. Dado el resultado del recurso, condena en 

costas en esta instancia a cargo de Javier Gallego Cardona. 

 

IV. DECISION 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín en 

Sala Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la Ley, CONFIRMA en 

su integridad la sentencia recurrida. Costas en esta instancia a 

cargo de la parte demandante. 

 

NOTIFIQUESE 
 

 
 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 
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Magistrado 
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